ACCIÓN DE TUTELA SEGUNDA INSTANCIA 

                                                       RADICACIÓN: 66001 31 07 001 2018 00048 01
 ACCIONANTE: YAZMÍN ALINA CASTILLO NAVIA VS. J4EPMS Y OTROS

ASUNTO: DECLARAR LA NULIDAD 

El siguiente es el documento presentado por el Magistrado Ponente que sirvió de base para proferir la providencia dentro del presente proceso.

El contenido total y fiel de la decisión debe ser verificado en la Secretaría de esta Sala.

Providencia:
Sentencia  – 2ª instancia – 12 de junio de 2018

Proceso:    
Acción de Tutela – Declara nulidad  
Radicación Nro. :

 66001 31 07 001 2018 00048 01
Accionante: 

 YAZMÍN ALINA CASTILLO NAVIA
Accionado:
 JUZGADO 4º EJPM y OTRO
Magistrado Ponente: 
JAIRO ERNESTO ESCOBAR SANZ
Temas: 

         DERECHO AL TRABAJO, A LA SALUD / NO SE VINCULÓ A TERCEROS CON INTERÉS JURÍDICO / VIOLACIÓN DEL DEBIDO PROCESO / CAUSAL DE NULIDAD / De ahí que el juez constitucional, como director del proceso, esté obligado a- entre otras cargas- integrar debidamente el contradictorio, vinculando al trámite a aquellas personas naturales o jurídicas que puedan estar comprometidas en la afectación iusfundamental y en el cumplimiento de una eventual orden de amparo, para que en ejercicio de la garantía consagrada en el artículo 29 superior, puedan intervenir en el trámite, pronunciarse sobre las pretensiones de la demanda, aportar y solicitar las pruebas que consideren pertinentes, y en fin, hacer uso del arsenal defensivo que ofrece el ordenamiento jurídico. 

(…)
Del mismo modo, la jurisprudencia constitucional ha estimado que la falta de notificación de las providencias proferidas en un proceso de tutela a una parte o a un tercero con interés legítimo, lo mismo que su falta de vinculación al proceso, generan una irregularidad que vulnera el debido proceso.

(…)
En el caso sub examine, la Sala observa que la señora YACN hace mención tanto en el escrito introductorio de la demanda de tutela como la impugnación, a parte de los días de redención que requiere sean tenidos en cuenta para descontar la pena que le fue impuesta,  a la falta de una atención médica a raíz del accidente que tuvo cuando se encontraba ejecutando labores en la lavandería del centro carcelario y la ausencia de la ARL para que revisara su incapacidad.  Así mismo, se desprende que la accionante señaló que por parte de la USPEC no ha  atendido su caso, en el entendido de que ningún especialista la ha valorado ni ha recibido los medicamentos que necesarios para restablecer su salud.  Además, de las medidas pertinentes que se deben tomar para generar un espacio seguro dentro del centro carcelario, pues la actora debe moverse a través de muletas.

6.5.   Así las cosas, esta Sala considera que la A quo debió vincular a este trámite constitucional a la Unidad de Servicios Penitenciarios y Carcelarios-USPEC y el Consorcio Fondo de Atención en Salud PPL 2017, por ser las entidades encargadas de la prestación del servicio de salud de las personas privadas de la libertad
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TRIBUNAL SUPERIOR DEL DISTRITO JUDICIAL DE PEREIRA - RISARALDA

SALA DE DECISIÓN PENAL

M.P. JAIRO ERNESTO ESCOBAR SANZ

Pereira, doce (12) de junio de dos mil dieciocho (2018)
Aprobado por Acta No. 481
Hora: 3:00 p.m. 
1. ASUNTO A DECIDIR
Corresponde a la Sala resolver la impugnación presentada por la señora Yazmín Alina Castillo Navia frente al fallo emitido el 20 de abril de 2018 por el Juzgado 1º Penal del Circuito Especializado de Pereira, dentro de la acción de tutela instaurada en contra de la reclusión de mujeres de Pereira y la USPEC. 
2. RESUMEN DE LOS HECHOS RELEVANTES
2.1. Narró la señora Jazmín Alina Castillo Navia que ingresó al Centro de Reclusión de Mujeres de Pereira el 27 de agosto de 2015, por la comisión del delito de concierto para delinquir, en donde ha realizado actividades de estudio y trabajo que le han permitido desarrollar un tratamiento penitenciario adecuado, obtener una calificación de desempeño y comportamiento ejemplar.
Indicó que el 10 de enero del presente año le fue asignada por la Junta de Atención y Tratamiento de dicha institución, una actividad para desarrollar labores en la sección de lavandería y cuando se disponía a realizar el aseo, el 22 de febrero siguiente, pisó una tapa de alcantarilla, por lo cual cayó al vacío a una profundidad aproximada de 4 metros, lo que incluso, implicó que los miembros del Cuerpo de Bomberos de Dosquebradas fueran a sacarla de allí y remitirla al Hospital Universitario San Jorge de Pereira, en donde fue valorada por los médicos, quienes determinaron que había sufrido fractura de pie derecho, razón por la cual procedieron a la inmovilización. 
Agregó que decidió acudir a este mecanismo de protección constitucional porque en la nómina del mes de febrero de 2018 le liquidaron 22 días, sin tener en cuenta que el accidente que sufrió que fue en desarrollo de las actividades que le fueron asignadas.

Adujo que el 1º de marzo de 2018 solicitó a la USPEC copia de la afiliación a la Administradora de Riesgos Labores, con el fin de obtener lo necesario para su recuperación, sin embargo no le dieron respuesta, omisión con la que se le vulnera su derecho fundamental a la seguridad social. 
Así mismo, manifestó que las entidades accionadas le están vulnerando sus derechos fundamentales a la dignidad humana, en vista a que no cuenta con una infraestructura adecuada para su recuperación, situación que la ha obligado a acudir a la colaboración de las otras internas para realizar sus actividades básicas. 

2.2. En esos términos solicitó: i)  la protección de los derechos fundamentales al trabajo, a la salud, a la seguridad social, en consecuencia se ordene reconocer las horas de redención desde la ocurrencia del accidente y la remuneración económica correspondiente, ii)  gestionar ante el Juzgado Cuarto de Ejecución de Penas y Medidas de Seguridad la viabilidad que se le conceda la detención domiciliaria, en atención a que el Centro de Reclusión no reúne los requisitos mínimos para la recuperación de su salud. (Fls. 2-5)

2.3. Adjuntó documentación en los folios visibles del 6 al 10
3. SÍNTESIS DE LAS RESPUESTAS A LA DEMANDA
3.1. DIRECCIÓN REGIONAL VIEJO CALDAS DEL INPEC

Indicó que la actora presentó derecho de petición ante el Ministerio de Justicia y del Derecho, al cual la Dirección de Atención y Tratamiento de la Dirección General del INPEC le dio respuesta mediante oficio No. 2018EE0024421 del 06 de abril de 2018. 

Así mismo, hizo alusión al artículo 36 de la ley 65 de 1993, para indicar que es en la Reclusión de mujeres de Pereira donde se debe resolver la petición de la actora, toda vez que la misma no menciona haber radicado derecho de petición a la Regional INPEC Viejo Caldas, dando a conocer las situaciones enunciadas e igualmente dentro de nuestra competencias no se encuentra este tipo de funciones. 
En razón a lo anterior, solicitó la desvinculación de la presente acción de tutela por carecer de legitimación en la causa por pasiva. (Fl.18)
Adjuntó como pruebas las visibles en los folios 19-35 
3.2. JUZGADO CUARTO DE EJECUCIÓN DE PENAS Y MEDIDAS DE SEGURIDAD 

Una vez puestos de presente los hechos por la actora, el despacho profirió el auto 851 de marzo 23 hogaño, mediante el cual señaló la improcedencia de la solicitud de la interna en punto de la expedición de una serie de documentos, sin embargo dispuso expedir el oficio al centro de reclusión para que se informara la situación de salud de la misma, documento del cual no se ha obtenido respuesta alguna. 

Expuso que los aspectos administrativos que reclama la actora son de resorte exclusivo del INPEC, sin que se afecten de manera alguna la ejecución de la pena que vigila esa instancia. 
Mencionó que a la fecha no obra solicitud en ese sentido por parte de la actora o del establecimiento carcelario, recordando para eso que la procedencia de dicha medida obedece a la valoración que efectúe el médico adscrito al Instituto Nacional de Medicina Legal y Ciencias Forenses. (Fl. 36)

Obran como pruebas las visibles en los folios 37-40
3.3. RECLUSIÓN DE MUJERES INPEC PEREIRA
El 6 de abril de 2018 mediante oficio 8300-DIRAT-2018E024421 emanado de la Dirección de Atención y Tratamiento del INPEC se le dio respuesta al requerimiento hecho por la actora donde se manifiesta que mediante el oficio 620-RMPEI-CVIG-024 del 26 de marzo de 2018, la comandante de vigilancia de este establecimiento informa que la tapa de alcantarilla donde sucedieron los hechos antes manifestados ha estado en buen estado durante un periodo de cinco (05) años y que no hay antecedentes de hechos parecidos. 
Hizo alusión a la resolución 3595 de 2016 en su artículo 3. 

Con respecto a la solicitud de prisión hospitalaria adujo que para acceder a este tipo de medida se requiere una valoración del Instituto de Medicina Legal previa solicitud del Juez de Ejecución de Penas y Medidas de Seguridad a cargo de vigilar la pena de la condenada.
Así mismo hizo mención a la prisión domiciliaria, de conformidad con el articulo 38G de la ley 599 de 2000. (Fls. 41-42)
Adjunto documentación en los folios 43-58

3.4. DIRECCIÓN GENERAL DEL INPEC 
Frente a los hechos narrados, manifestó que no existe prueba al menos sumaria de auto o providencia en la que se pueda evidenciar lo descrito por la actora frente a su accidente; frente al reconocimiento dicho accidente de carácter laboral, destacó que la redención es una actividad netamente dirigida a la rebaja de pena de conformidad con los artículos 103A, 22, 23, 24, 25. 
Solicitó que se declare la improcedencia de la acción constitucional toda vez que la privada de la libertad Yazmín Alina Castillo Navia pretende hacer valer derechos que son netamente válidos en los contratos laborales y la actividad ejercida por la misma, es una actividad de redención, que se realiza con la finalidad rebaja pena y no como contrato laboral. 

En esos términos solicitó desestimar las pretensiones de la actora. (Fls.59-61)
Allegó como pruebas las obradas en los folios 62-64.
4. DECISIÓN DE PRIMERA INSTANCIA

Mediante sentencia del 20 de abril de 2018 el Juzgado 1º Penal del Circuito Especializado de Pereira, Risaralda, resolvió lo siguiente:
Primero: Declarar improcedente la acción de tutela interpuesta por la señora Jazmín Alina Castillo Navia, en contra de la Dirección de Reclusión de Mujeres de Pereira, a la que se vincularon el INPEC, la Regional Viejo Caldas del INPEC y el Juzgado Cuarto de Ejecución de Penas y Medidas de Seguridad de Pereira, por no cumplir con los requisitos de procedencia establecidos por el principio de subsidiariedad del amparo constitucional. 
Las entidades accionadas fueron notificadas por correo electrónico y de manera personal a la actora, del contenido del fallo de tutela el 20 de abril de 2018 (Fls. 69-74).
4. SINOPSIS DE LA IMPUGNACIÓN

Dentro del término para presentar la impugnación de primera instancia, el 25 de abril de 2018, la actora, presentó las siguientes inconformidades:

1. Manifestó que el accidente que tuvo fue de carácter laboral, por tanto debió ser atendida por la Administradora de Riesgos Laborales

2. La ley dispone que todos los trabajos realizados dentro de la reclusión debe contar con los mismos parámetros de una persona en libertad.

3. Puso de presente que fue personalmente a la dirección del establecimiento para solicitar adecuación de sus horas laborales porque no quería perder la redención, sin embargo lo hizo verbalmente y dejó ese día solo la solicitud por escrito donde la dragoneante Penagos recibió el documento, y gracias a ello lo ubicaron solo hasta el 20 de abril de 2018, dejándolo ese tiempo sin descuento. 
4. El Juez de Ejecución de Penas Dr. Juan Carlos Morales ha contestado cada petición dentro de los términos legales, situación que no sucede dentro de su lugar de reclusión.

5. Refirió que la atención medica se ha dado por medio del área de sanidad de la reclusión y donde se formula la pregunta de dónde quedaron los especialistas para tratar el asunto, toda vez que el ortopedista del hospital San Jorge se limitó a inmovilizarle el pie, en aras de lo anterior solicitó una resonancia para obtener un dictamen acertado, el cual no fue posible y si hubiera contado con una ARL su trato hubiera sido diferente. 

6. Advirtió que no existe un programa de salud ocupacional adecuado, lo demuestra porque las botas que tenía el día del accidente las suministro su familia, solo había toalla 40, habida cuenta que nunca se entregó un manual para ejercer la función de lavandería, tampoco sobre la señalización de la tapa. Además los medicamentos, las muletas y el cuidado que ha requerido ha sido suministrado por su familia y por unas compañeras de reclusión. 
6. CONSIDERACIONES DE LA SALA

6.1. Esta Sala es competente para conocer de la presente impugnación, de conformidad con lo  establecido en el artículo 32 del Decreto 2591 de 1991 reglamentario del artículo 86 de la C.N.

6.2. Legitimación en la causa por pasiva. Debida integración del contradictorio por parte del juez de tutela. 

En diversas ocasiones la jurisprudencia de la Corte Constitucional ha estimado que la informalidad de que está revestido el trámite de tutela no puede implicar el quebrantamiento del debido proceso a que por expreso mandato constitucional están sometidas las actuaciones administrativas y judiciales (art. 29 C.P.)
, y en cuyo contenido constitucionalmente protegido se incorporan los derechos de defensa y contradicción. Así mismo, ha sido enfática en sostener que el juez de tutela está revestido de amplias facultades oficiosas que debe asumir de manera activa para brindar una adecuada protección a los derechos constitucionales presuntamente conculcados, dando las garantías del caso a las partes implicadas en la litis
.

6.3. De ahí que el juez constitucional, como director del proceso, esté obligado a- entre otras cargas- integrar debidamente el contradictorio, vinculando al trámite a aquellas personas naturales o jurídicas que puedan estar comprometidas en la afectación iusfundamental y en el cumplimiento de una eventual orden de amparo, para que en ejercicio de la garantía consagrada en el artículo 29 superior, puedan intervenir en el trámite, pronunciarse sobre las pretensiones de la demanda, aportar y solicitar las pruebas que consideren pertinentes, y en fin, hacer uso del arsenal defensivo que ofrece el ordenamiento jurídico.

6.3.1. En tal sentido debe recordarse el contenido del artículo 13 del Decreto 2591 de 1991, el cual reza de la siguiente manera:

“ARTÍCULO 13. PERSONAS CONTRA QUIEN SE DIRIGE LA ACCION E INTERVINIENTES. La acción se dirigirá contra la autoridad pública o el representante del órgano que presuntamente violó o amenazó el derecho fundamental. Si uno u otro hubiesen actuado en cumplimiento de órdenes o instrucciones impartidas por un superior, o con su autorización o aprobación, la acción se entenderá dirigida contra ambos, sin perjuicio de lo que se decida en el fallo. De ignorarse la identidad de la autoridad pública, la acción se tendrá por ejercida contra el superior. 

Quien tuviere un interés legítimo en el resultado del proceso podrá intervenir en él como coadyuvante del actor o de la persona o autoridad pública contra quien se hubiere hecho la solicitud.” (Subrayado fuera de texto).

6.3.2. En armonía con lo anterior, en Auto 09 de 1994 la Corte puntualizó:  “La integración del contradictorio supone establecer los extremos de la relación procesal para asegurar que la acción se entabla frente a quienes puede deducirse la pretensión formulada y por quienes pueden válidamente reclamar la pretensión en sentencia de mérito, es decir, cuando la participación de quienes intervienen en el proceso se legitima en virtud de la causa jurídica que las vincula. Estar legitimado en la causa es tanto como tener derecho, por una de las partes, a que se resuelvan las pretensiones formuladas en la demanda y a que, por la otra parte, se le admita como legítimo contradictor de tales pretensiones.”

6.3.3. Del mismo modo, la jurisprudencia constitucional ha estimado que la falta de notificación de las providencias proferidas en un proceso de tutela a una parte o a un tercero con interés legítimo, lo mismo que su falta de vinculación al proceso, generan una irregularidad que vulnera el debido proceso. Al respecto, la Corte Constitucional señaló en Auto 234 de 2006 lo siguiente:

“5.- De lo expuesto, fuerza es concluir entonces que la falta u omisión de la notificación de las decisiones proferidas en un proceso de tutela a una parte o a un tercero con interés legítimo, es una irregularidad que vulnera el debido proceso. De allí que por ejemplo la falta de notificación de la providencia de admisión de una acción de tutela, no permite que quien tenga interés en el asunto, pueda enterarse de la existencia de esa actuación y de la consecuente vinculación de una decisión judicial sin haber sido oído previamente.  Cuando la situación anotada se presenta, se dan los fundamentos suficientes para declarar la nulidad de lo actuado y retrotraer de tal manera la actuación que permita la configuración en debida forma del contradictorio, o se vincule al proceso al tercero con interés legítimo, pues sólo de esta manera se permite, de una parte el conocimiento de la demanda y la posibilidad del ejercicio del derecho al debido proceso y defensa, así como la emisión de un pronunciamiento de fondo sobre la protección o no de los derechos fundamentales invocados”.
6.4. En el caso sub examine, la Sala observa que la señora Yazmín Alina Castillo Navia hace mención tanto en el escrito introductorio de la demanda de tutela como la impugnación, a parte de los días de redención que requiere sean tenidos en cuenta para descontar la pena que le fue impuesta,  a la falta de una atención médica a raíz del accidente que tuvo cuando se encontraba ejecutando labores en la lavandería del centro carcelario y la ausencia de la ARL para que revisara su incapacidad.  Así mismo, se desprende que la accionante señaló que por parte de la USPEC no ha  atendido su caso, en el entendido de que ningún especialista la ha valorado ni ha recibido los medicamentos que necesarios para restablecer su salud.  Además, de las medidas pertinentes que se deben tomar para generar un espacio seguro dentro del centro carcelario, pues la actora debe moverse a través de muletas.
6.5.   Así las cosas, esta Sala considera que la A quo debió vincular a este trámite constitucional a la Unidad de Servicios Penitenciarios y Carcelarios-USPEC y el Consorcio Fondo de Atención en Salud PPL 2017, por ser las entidades encargadas de la prestación del servicio de salud de las personas privadas de la libertad
.  
6.6.  En tal virtud, se decretará la nulidad de lo actuado a partir del fallo calendado el 20 de abril de 2018 a efectos de que se proceda a vincular a la Unidad de Servicios Penitenciarios y Carcelarios-USPEC y el Consorcio Fondo de Atención en Salud PPL 2017 y se garanticen sus derechos de contradicción y de defensa dentro de este trámite, toda vez que su actuación puede tener injerencia ante la eventual afectación de los derechos invocados por la señora Yazmín Alina Castillo Navia.
Lo anterior, no afecta la validez de la prueba practicada durante el trámite de tutela. 
Por lo expuesto, la Sala de Decisión Penal del Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira, Risaralda, 

RESUELVE

PRIMERO: DECLARAR LA NULIDAD de lo actuado dentro de este trámite de tutela adelantado por el Juzgado 1º Penal del Circuito de Pereira,  a partir del fallo calendado el 20 de abril de 2018 a efectos de que se proceda a vincular a la Unidad de Servicios Penitenciarios y Carcelarios-USPEC y el Consorcio Fondo de Atención en Salud PPL 2017 y de esta manera se garanticen sus derechos de contradicción y de defensa dentro de este trámite, toda vez que su actuación puede tener injerencia ante la eventual afectación de las garantías constitucionales invocadas por la señora Yazmín Alina Castillo Navia. 

Lo anterior, no afecta la validez de la prueba practicada durante el trámite de tutela. 

SEGUNDO: Devolver la actuación al Juzgado de origen para que se subsane la irregularidad advertida.

CÓPIESE, NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE

JAIRO ERNESTO ESCOBAR SANZ

Magistrado

MANUEL YARZAGARAY BANDERA

Magistrado

JORGE ARTURO CASTAÑO DUQUE

Magistrado
� Corte Constitucional, Auto 021 de 2000.


� Corte Constitucional, Auto 115A de 2008. 


� El Ministerio de Salud y Protección Social y la Unidad de Servicios Penitenciarios y Carcelarios (Uspec) deberán diseñar un modelo de atención en salud especial, integral, diferenciado y con perspectiva de género para la población privada de la libertad, incluida la que se encuentra en prisión domiciliaria, financiado con recursos del Presupuesto General de la Nación. Este modelo tendrá como mínimo una atención intramural, extramural y una política de atención primaria en salud.


La Unidad de Servicios Penitenciarios y Carcelarios (Uspec) será la responsable de la adecuación de la infraestructura de las Unidades de Atención Primaria y de Atención Inicial de Urgencias en cada uno de los establecimientos Penitenciarios y Carcelarios en los cuales se prestará la atención intramural, conforme a los que establezca el modelo de atención en salud del que trata el presente artículo.


Parágrafo 1°. Créase el Fondo Nacional de Salud de las Personas Privadas de la Libertad, como una cuenta especial de la Nación, con independencia patrimonial, contable y estadística, sin personería jurídica, el cual estará constituido por recursos del Presupuesto General de la Nación.  (…).


Parágrafo 2°. El Fondo Nacional de Salud de las Personas Privadas de la Libertad, se encargará de contratar la prestación de los servicios de salud de todas las personas privadas de la libertad, de conformidad con el modelo de atención que se diseñe en virtud del presente artículo.


El Fondo Nacional de Salud de las Personas Privadas de la Libertad tendrá los siguientes objetivos:


(…) 2. Garantizar la prestación de los servicios médico-asistenciales, que contratará con entidades de acuerdo con instrucciones que imparta el Consejo Directivo del Fondo.(…)”
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